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1. Norma acusada 
LEY 91 DE 1989
(diciembre 29)
Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
ARTÍCULO 6o. En el contrato de fiducia mercantil a que se refiere el artículo 3. de la presente Ley, se preverá la existencia de un Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, integrado por los siguientes miembros:
1. El Ministro de Educación Nacional o el Viceministro, quien lo presidirá.
2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado.
3. El Ministro de Trabajo y Seguridad Social o su delegado.
4. Dos representantes del magisterio, designados por la organización gremial nacional que agrupe el mayor número de asociados docentes.
5. El Gerente de la entidad fiduciaria con la cual se contrate, con voz pero sin voto.
2. Decisión 
Declararse INHIBIDA para proferir pronunciamiento de fondo, por los cargos analizados, sobre el artículo 6º de la Ley 91 de 1989.
 
3. Síntesis de los fundamentos de la decisión
La Corte encontró que los cargos formulados en la presente demanda carecen de los requisitos de certeza y especificidad exigidos por el Decreto 2067 de 1991 y precisados por la jurisprudencia. En efecto, para la Corte, el actor deriva una proposición normativa de carácter subjetivo del artículo 6º de la Ley 91 de 1989, la cual lo conduce a plantear que es la organización gremial nacional la que agrupa el mayor número de docentes y no la ley la que excluye la participación de los docentes pensionados como representantes de los maestros en el Consejo Directivo del fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. En su criterio, a pesar de que el legislador promueve la participación de los docentes en el órgano directivo del Fondo, la falta de representación obedece a un criterio fáctico de las decisiones que se adoptan por la organización gremial nacional que agrupa el mayor número de docentes. No obstante, lo que se evidencia es que la exclusión propuesta por el demandante es el resultado de la aplicación de la norma que hace FECODE al designar los miembros al Consejo Directivo del Fondo y no al contenido de la norma acusada. 
De otra parte, la Corte constató que el demandante no cumplió con los requisitos exigidos cuando alega la existencia de una omisión legislativa relativa, por no incluir la norma a los representantes de los docentes pensionados, especialmente sobre el deber específico que impondría la Constitución para que obligatoriamente formen parte del mencionado Consejo Directivo. 
En consecuencia, la ineptitud de los cargos formulados en la presente demanda conduce a que la Corte deba declararse inhibida para emitir una decisión de fondo. 
